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el Congreso deberían enfrentar el problema 
carcelario en su conjunto. Según el INPE, te-
nemos cárceles para 40 mil reos y una pobla-
ción penal que bordea los 90 mil. La razón de 
este hacinamiento es que la infraestructura 
carcelaria apenas crece 2% a 3% anualmen-
te mientras la población penitenciaria se 
incrementa de 7% a 10% cada año, no solo 
por mayores capturas de delincuentes sino 
también por la tendencia de los legisladores 
a aumentar las penas y de algunos jueces a 
abusar de las prisiones preventivas.

La compasión es un sentimiento universal 
que inspira a muchas fi losofías y religiones. 
Desde los budistas, que proponen una pie-
dad cuidadosa con todos los seres vivos; has-
ta los cristianos, quienes creemos en un Dios 
misericordioso. El papa Francisco, por ejem-
plo, ha sostenido que “si no somos capaces de 
unir la compasión a la justicia, terminaremos 
siendo seres inútilmente severos y profunda-
mente injustos”. En última instancia, se trata 
de tener empatía con el sufrimiento ajeno 
y actuar para resolverlo. Esperemos que el 
ejemplo de Lanssiers y las palabras del Papa 
inspiren a nuestros legisladores.
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Nuestras aguas servidas

En modo 
‘anticorrupción’

H ace dos semanas los 
vecinos de la urbani-
zación Los Jardines, 
en San Juan de Luri-
gancho, amanecie-

ron inundados de desagüe. Cuatro 
manzanas de viviendas y negocios, 
casi dos mil personas afectadas.

Una tubería había colapsado. El 
propio presidente de la República 
llegó al lugar, así como cinco minis-
tros, el jefe del Indeci, varios vice-
ministros y muchos funcionarios 
de Sedapal.

Esta cantidad de altos funcionarios 
no ha sido sufi ciente, ni siquiera, para 
saber qué ha pasado. Las primeras declaracio-
nes del jefe del Estado apuntaban a la empresa 
Odebrecht, que había construido el tramo 2 de 
la línea 1 del metro de Lima.

El presidente recordó que el colector matriz 
de desagüe colapsado había sido colocado co-
mo parte de la construcción de la línea 2. Se-
ñaló que el contrato de la obra fue fi rmado por 
Alan García. 

“Solamente en plazo, el que construyó esta 
obra tiene responsabilidad por cualquier defec-
to, pero irresponsablemente no podemos ade-
lantar quién sería el responsable”. Esto declaró 
el mandatario.

Probablemente, el presidente habló bajo al-
gún estado de nerviosismo. De otra manera no 
se entiende la fl agrancia en la contradicción. Si 
no se puede adelantar quién es el responsable, 
¿cómo se habla de la responsabilidad del plazo?

No ha sido la única ligereza ni el único alto 

D istintos analistas vienen seña-
lando, desde hace algunas se-
manas, la posibilidad de que el 
gobierno ingrese en lo que cier-
tos estrategas llaman ‘agota-

miento programático’; léase, la fatiga de la na-
rrativa predominante, lo cual –dicho sea de pa-
so– puede darse por distintas causas (algunas 
positivas, otras negativas). En el caso del man-
datario, la punta de lanza del gobierno ha sido, 
qué duda cabe, la lucha contra la corrupción, y 
en ello –es importante señalarlo– ha sido muy 
exitoso, tanto en el plano político como social. 

Lo primero se visibiliza a través de la derrota 
de la coalición fujimorista-aprista, tanto en el 
Congreso como en los distintos ejes de dispu-
ta. Esto puede medirse a través de los niveles 
de aprobación y desaprobación del Congreso 
(13% y 81% respectivamente en el caso de la 
bancada fujimorista, y 7% y 87% en el caso de 
la bancada aprista), así como de sus principales 
líderes políticos (la simpatía de Keiko Fujimori 
se encuentra ya en un dígito [9%] y Alan García 
en 4%). Y en los ejes de disputa, como el caso de 
la fi scalía, ni qué decir. 

Lo segundo podemos constatarlo en la sin-
tonía de la ciudadanía con la cruzada presiden-
cial. En la última encuesta realizada por Ipsos 
para El Comercio, ante la pregunta sobre los 
temas que deberían ser prioritarios para el 
gobierno en el año 2019, el 61% consideró la 
lucha contra la corrupción como la más im-
portante tarea. Problemáticas que, sin duda, 
atienden necesidades mucho más importan-
tes y concretas para el futuro de sus familias y 
del país, tales como la calidad de la educación 
(48%), del sistema de salud pública (35%), la 
seguridad ciudadana (32%) o la reducción de 
la pobreza extrema (29%), aparecen posterga-
das. La reducción de la anemia, un tema sensi-

ble y recurrente en 
portadas de diarios 
y programas domi-
nicales, se disipa en 
un noveno puesto 
(9%).

El Ejecutivo ha 
sido exitoso en con-
vertir la lucha con-
tra la corrupción 

en su ‘mascarón de proa’, no solo al lidiar con 
la oposición política, sino también en cuanto a 
la sintonía con la población. No debiera, por lo 
tanto, llamarnos la atención que el presidente 
siga usando el discurso ‘anticorrupción’ por 
donde vaya, o que el ministro de Economía y Fi-
nanzas, Carlos Oliva, sostenga, hace pocos días, 
que “si por combatir la corrupción va a caer el 
PBI, pues, mala suerte” (una frase más que lla-
mativa, ya que no existen evidencias tangibles 
de que una y otra tarea sean excluyentes o con-
traindicadas). La narrativa ha calado, y sirve.

La pregunta, claro, es hasta cuándo seguirá 
siendo efi caz dicha narrativa. 

En principio, todo apunta a que aún podría 
tener fuerza y cola. Por un lado, casos de corrup-
ción como los de Lava Jato (en febrero y marzo 
recibiremos noticias), o destapes (como los de 
los jueces y fi scales relacionados con el hampa) 
seguirán apareciendo e irritando a la ciudada-
nía. Por otro lado, la mayor parte de la prensa 
nacional se encuentra alineada con dicha causa, 
no por simpatías políticas, sino por principios 
éticos, algo que no requiere mayor explicación. 

El ‘agotamiento programático’ podría pro-
ducirse, o acelerarse, por tres factores: el pri-
mero es una eventual crisis política, económi-
ca o social; el segundo, algún desastre natural. 
Ninguno de ambos, por cierto, previsible por 
el momento. La tercera es que aparezca algún 
caso de corrupción asociado al régimen o al 
mandatario.

U na historia de los 
años noventa que 
se recuerda poco 
es que Alberto Fuji-
mori indultó a 456 

reclusos que habían sido sentencia-
dos o se encontraban procesados por 
terrorismo y traición a la patria. Ade-
más, concedió a 46 el derecho de gra-
cia y a 33 la conmutación de su pena. 
En total, permitió que saliesen de las 
cárceles 535 personas entre los años 
1996 y 2000. El criterio para darles la 
libertad fue, en la mayoría de los ca-
sos, que habían sido acusadas o con-
denadas injustamente y la selección 
de estas personas estuvo a cargo de la Comisión 
Ad Hoc de Indultos que integraban el entonces 
defensor del Pueblo Jorge Santistevan, el minis-
tro de Justicia y el sacerdote Hubert Lanssiers, 
como representante personal de Fujimori. 

La historia ha sido olvidada porque, de un 
lado, muchos fujimoristas se han empeñado en 
construir la imagen de su líder histórico como 
un guerrero implacable contra el terrorismo y, 
del otro, muchos antifujimoristas han preferi-
do ver en Fujimori solo al violador de derechos 
humanos. Los primeros llegaron incluso a cons-
truir una leyenda negra según la cual en los go-
biernos de Paniagua y Toledo se había liberado 
a miles de terroristas cuando lo cierto es que en 
el gobierno de Paniagua se dieron 154 indul-
tos, 71 conmutaciones y 2 derechos de gracia y 
en el de Toledo 95 indultos, 36 conmutaciones 
y ningún derecho de gracia. Es decir, Fujimori 
indultó a más condenados injustamente por te-
rrorismo que Paniagua y Toledo juntos. 

El gran promotor de esos indultos fue Lans-
siers, un sacerdote excepcional ordenado en 
Japón, sobreviviente de Vietnam y Kampuchea, 
profesor de Filosofía y respetado capellán de 
las cárceles hasta su muerte en el 2006. Su ca-
riñoso sarcasmo era legendario, como también 
su profundo conocimiento del alma humana. 
Alguna vez le pregunté, a fi nes de los noventa, 
qué pensaba de Alberto Fujimori y me contestó 
que le había tocado enfrentar situaciones muy 
difíciles pero que en lo que a él concernía, su 
experiencia era favorable porque accedía a la 
mayoría de sus recomendaciones de indultos.  

Keiko Fujimori ha pedido compasión para su 
padre, quien esta semana volvió a la prisión al 
haberse anulado el indulto que recibió de Pedro 
Pablo Kuczynski. Es una lástima que la lideresa 
de Fuerza Popular no haya sentido la misma 
compasión cuando PPK concedió el indulto y su 
partido emitió un comunicado en el cual critica-
ba la forma en que este se había dado o cuando 
apoyó una celada –los ‘mamanivideos’– para 
provocar la renuncia de PPK y sacar del Congre-
so a su hermano Kenji, el promotor del indulto a 
su padre. Pero nunca es tarde para arrepentirse.

funcionario ligero en esta emergen-
cia. El ministro de Vivienda, Javier 
Piqué, explicó, por su lado, que la es-
tructura de la estación del metro ha-
bía presionado al punto de desplazar 
la tubería. 

El 15 de enero dijo que en uno o 
dos días más se restablecería el servi-
cio de agua potable “al cien por cien-
to”. El 21 dijo que eso sucedería el 23. 
Ahora han dicho que ocurrirá maña-
na, lunes 28.

Esta emergencia no debió suce-
der. Es responsabilidad del actual 
gobierno. 

A fines del 2018 o inicios de este 
año, los vecinos de San Juan de Lurigancho 
alertaron sobre tremendos forados en la pista 
de la avenida Próceres de la Independencia.

Sedapal detectó entonces la rotura de dos re-
des principales de alcantarillado en Próceres de 
la Independencia el 2 de enero, según nota de 
prensa 01-2019. Anunció que haría el cambio 
de tuberías y dijo que eso le demoraría 30 días.

El 9 de enero la misma empresa anunció 
que intensificaría los trabajos de reparación 
del colector Canto Grande. Ya para entonces 
tuvo que cortar el agua potable (nota de pren-
sa 02-2019).

El aniego de desagüe se produjo el día 13. 
¿Cómo convirtió Sedapal lo que eran unas fi -
suras en unas roturas? ¿Cómo convirtió unas 
filtraciones en un hediondo aniego de aguas 
residuales?

El gerente general de Sedapal ha renuncia-
do, pero no lo han hecho ni el presidente ejecu-

Ahora que el camino del indul-
to está cerrado, la salida de Fuji-
mori del penal de Barbadillo pa-
sa por la aprobación de una ley de 
prisión domiciliaria. Esta iniciativa 
fue planteada originalmente por el 
congresista Roberto Vieira en abril 
del 2017, pero fue desechada por 
Fuerza Popular. Luego, en octubre 
del 2018, ante el inminente retorno 
de Fujimori a prisión, Fuerza Popu-
lar aprobó apresuradamente un 
proyecto de ley de Yeni Vilcatoma, 
que fue observado por el Gobierno. 
Ahora hay un nuevo proyecto que 
ha sido aprobado por la Comisión 

de Justicia. Si la norma es debidamente consen-
suada y no impuesta, como ocurrió en octubre, 
podría ser aprobada por el pleno.

La clave para su aprobación es que sea elabo-
rada pensando no solo en Fujimori, sino en los 
cientos de presos que, como él, ya han cumpli-
do más de un tercio de su condena y que tienen 
una edad avanzada. El criterio fundamental 
para esta facilidad debería ser que no sean pe-
ligrosos para el resto de la sociedad. Una perso-
na violenta, por ejemplo, no debería salir de un 
penal. El otro criterio que debería incluirse es 
el uso obligatorio del grillete electrónico, para 
asegurarse de que no abandonen su domicilio 
sin autorización. 

Pero si de compasión se trata, el Gobierno y 

“Se trata de tener empatía 
con el sufrimiento ajeno y 
actuar para resolverlo”.

“El Ejecutivo 
ha sido exitoso 
en convertir la 
lucha contra la 
corrupción en 

su ‘mascarón de 
proa’”.
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tivo de la empresa ni el ministro de Vivienda, 
a cuyo sector pertenece. No hay, hasta ahora, 
para el presidente Vizcarra, responsabilidad 
política.

Es fácil cubrirse con el espantapájaros de 
Odebrecht o la fi gura de los antecesores. En 
este caso, sin embargo, hay una clara res-
ponsabilidad en el mal manejo de una emer-
gencia, cuyas señales se conocieron con dos 
semanas de anticipación.

La presencia de los ministros de Defensa, 
del Ambiente, de Salud, del Interior, de Vi-
vienda, del jefe del Indeci, de varios vicemi-
nistros y otros altos funcionarios dice mucho 
del interés del gobierno. Queda la duda, sin 
embargo, si le interesa que se lo vea en la foto 
con la población o si le interesa resolver los 
problemas de la población. 

Los resultados, lamentablemente, no 
dicen mucho de la efi ciencia para atender 
las necesidades básicas y elementales de la 
gente. Tampoco dicen algo de cómo asume 
su responsabilidad política.

La emergencia de San Juan de Lurigan-
cho es una metáfora de lo que pasa en el país. 
Nadamos en las aguas servidas de la corrup-
ción, pero también en las de la inefi ciencia. 

Nos quieren rescatar en modernos ve-
hículos anfibios de la Marina de Guerra, 
comandados por el mismísimo ministro de 
Defensa. Quieren hacerlo, pero vuelve a salir 
el desagüe, y nadie nos dice, hasta ahora, qué 
pasó y quién es el responsable.

El gobierno está muy ocupado en hacer 
política, pero no tanto, al parecer, en hacerse 
cargo de la tarea gubernamental.
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